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ASUNTO:
PROCEDIMIENTO PARA LA LIQUIDACIÓN DE LOS CONTRATOS
La liquidación, según la doctrina y la jurisprudencia, ha sido definida como el instrumento jurídico mediante el cual las partes del contrato hacen los ajustes de cuentas correspondientes, reconociendo saldos a favor de alguna de ellas o declarándose a paz y salvo.
El acta de liquidación debe contener los ajustes, revisiones y reconocimientos a que haya lugar, así como los acuerdos, conciliaciones y transacciones a las que lleguen las partes para poner fin a las divergencias presentadas y poder declararse a paz y salvo. 

Para la liquidación del contrato se exigirá al contratista la extensión o ampliación de la garantía única de cumplimiento y de responsabilidad civil extracontractual, con el propósito de avalar las obligaciones que deba cumplir aquel con posterioridad a la extinción del contrato.
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De conformidad con lo establecido en la Ley 80 de 1993, la liquidación será obligatoria en los contratos de tracto sucesivo (art. 60); en los que se haya declarado la caducidad  (art. 18); en los que se haya proferido  acto de  terminación unilateral (art. 60); en los que siendo de ejecución instantánea se hayan prolongado en el tiempo (art. 60), y en los que se presenten causales de nulidad absoluta del contrato, caso en el cual el jefe o representante legal de la entidad respectiva deberá dar por terminado el contrato mediante acto administrativo debidamente motivado y ordenará su liquidación en el estado en que se encuentre (art. 45).
La misma normatividad citada establece las tres clases que puede revestir la liquidación de contratos y los términos para efectuar cada una, así:
POR MUTUO ACUERDO: Es la que se realiza por el acuerdo de voluntades entre el contratista y la Entidad contratante, y procede dentro del término fijado en el pliego de condiciones o términos de referencia o, en su defecto a más tardar antes del vencimiento de los CUATRO (4) MESES siguientes a la finalización del contrato o a la expedición del acto administrativo que ordene la terminación, o a la fecha del acuerdo que la disponga. Las partes podrán suscribir el acta de liquidación con o sin salvedades, dejando constancia expresa sobre desacuerdos con los asuntos consignados en esta.
LIQUIDACIÓN UNILATERAL POR LA ADMINISTRACIÓN: Cuando el contratista no comparece a efectuar la liquidación por mutuo acuerdo o las partes no llegan a ningún acuerdo sobre el contenido de la misma, la Entidad contratante liquidará directa y unilateralmente el contrato, mediante acto administrativo motivado susceptible del recurso de reposición. La Entidad dispondrá de DOS (2) MESES para realizar esta liquidación unilateral, contados a partir del vencimiento del plazo convenido por las partes para practicarla o, en su defecto, de los cuatro (4) meses siguientes previstos por la ley para efectuar la liquidación de común acuerdo, según lo dispuesto en el artículo 136, núm. 10, ordinal d., del Código Contencioso Administrativo. No obstante, vencido este plazo legal de dos meses, la administración podrá liquidar por mutuo acuerdo  o en forma unilateral, siempre que se haga dentro del término de los DOS (2) AÑOS establecido para el ejercicio de la acción contractual.
LIQUIDACIÓN JUDICIAL: Si la administración no liquida unilateralmente el contrato dentro de los términos legales o contractuales aludidos, el interesado puede acudir a la jurisdicción contencioso administrativa para obtener la liquidación en sede judicial, a más tardar  dentro de los DOS (2) AÑOS siguientes al incumplimiento de la obligación de liquidar (art. 136, núm. 10 ordinal d., C.C.A.).

Según el artículo 136, núm. 10, del Código Contencioso Administrativo, una vez suscrita el acta de liquidación, los términos de caducidad de la acción contractual se contará de la siguiente forma: a) cuando fue efectuada de común acuerdo por las partes, a más tardar dentro de los DOS (2) AÑOS contados desde la firma del acta, y b) cuando fue efectuada unilateralmente por la administración, a más tardar dentro de los DOS (2) AÑOS, contados desde la ejecutoria del respectivo acto administrativo.
Tal como lo señala el Consejo de Estado, “…vencido el término de caducidad de la acción contractual, o notificado el auto admisorio de la demanda en la forma dicha, deviene la incompetencia de la entidad estatal contratante para liquidar el contrato unilateralmente y, para el contratista, la imposibilidad de obtenerla en sede judicial o de común acuerdo y, por lo mismo, en tal supuesto, no es jurídicamente viable extender, unilateralmente o por mutuo acuerdo con el contratista, ‘un documento de balance final o estado de cuenta para extinguir definitivamente la relación contractual’, dado que el término de caducidad es perentorio e improrrogable y porque ello equivaldría a revivir, convencionalmente, los términos de caducidad de la acción que, como es sabido, son indisponibles”
 (se resalta). 
Lo anterior implica, que si el contrato dispuso los términos legales de liquidación y la misma no fue realizada dentro de los CUATRO (4) MESES por mutuo acuerdo, DOS (2) MESES unilateralmente, ni dentro de los DOS (2) AÑOS siguientes por vía judicial, permitiendo la caducidad de la acción y el transcurso efectivo de TREINTA (30) MESES contados desde la fecha de terminación del contrato, la administración no podrá liquidar ni de mutuo acuerdo ni de forma unilateral, so pena de trasgredir las disposiciones legales referenciadas.
De acuerdo con lo expuesto, las áreas técnicas de esta Entidad encargadas de liquidar los contratos deberán hacerlo de conformidad con los términos señalados anteriormente.
Cordialmente, 
LILIANA PARDO GAONA
Directora General       
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